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HOY SE INCORPORAN 2º CICLO DE INFANTIL Y PRIMARIA 

169.000 alumnos vuelven al cole con la 
incógnita de las reválidas 

La implantación del segundo idioma reduce la 
contratación de interinos y abre otra polémica. La 
incertidumbre sobre la aplicación este año de la Lomce 
en Andalucía marca el inicio de curso 

Araceli R. Arjona   
12/09/2016  

Casi 51.000 alumnos de Primaria y 22.000 de segundo ciclo de Educación Infantil 
emprenderán hoy el camino de regreso a las aulas de la provincia. Un camino que 
completarán el jueves el alumnado del resto de etapas de enseñanzas no universitarias, 
169.000 en total, 1.900 menos que el curso pasado. El curso dará hoy comienzo en 
Andalucía con la incertidumbre y la incógnita aún abierta sobre si se llevarán a cabo las 
reválidas que establece la Lomce y que la Consejería de Educación ha dicho que hará 
todo lo posible por evitar. Según la consejera, Adelaida de la Calle, la Junta, contraria a 
este tipo de exámenes y defensora de la evaluación continua, ya resolvió la cuestión 
planteada el curso pasado con la reválida de sexto de Primaria. Con el mismo 
planteamiento, Educación pretende minimizar las pruebas en Secundaria y Bachillerato 
y, al parecer, este año suspender las reválidas no tendrá efectos académicos. En cuanto a 
la de reválida de Bachillerato, ya se decidió en junio que será muy parecida a la actual 
Selectividad. 

Otro de los asuntos que están marcando el inicio de curso es la implantación del 
segundo idioma y el efecto que tendrá sobre el colectivo de profesores interinos. 
Mientras los sindicatos hablan de entre 800 y 1.000 docentes que podrían no tener plaza 
por la contratación de profesores con la especialidad de francés (un centenar de ellos en 
Córdoba), la Consejería habla de unos 400 afectados y asegura que pese a no iniciar el 
curso contratados tendrán muchas posibilidades de trabajar a lo largo del curso. En este 
sentido, el sindicato CSIF en Córdoba ha alertado además de «los recortes velados que 
siguen vigentes» como «las bajas inferiores a 15 días que no se cubrirán, las ratios 
elevadas, las 20 horas lectivas en Secundaria en lugar de 18 y el castigo al profesorado 
en situación de incapacidad transitoria». En la misma línea, advierten que los centros 
educativos bilingües «han visto cómo se les han quitado las horas que hasta el momento 
se les concedían para la realización de labores de coordinación entre los docentes 
implicados en el plan que imparten las áreas no lingüísticas, la elaboración y la 



actualización de los materiales, la preparación de contenidos... En nuestra provincia se 
pueden cifrar en más de 700 horas perdidas por este nuevo recorte». 

Por su parte, la delegada de Educación, Esther Ruiz, ha destacado la «incertidumbre» 
del inicio del curso generada por los cambios de la Lomce y, lejos de entrar en detalles, 
afirma que, pese a la drástica reducción del número de alumnos, 1.900 menos que el año 
pasado, la Junta mantendrá el número de docentes, «11.283, 8 más que en el 2015/16». 
Hoy se espera la incorporación en la provincia de 180 interinos que cubrirán vacantes 
por bajas o jubilaciones, una realidad criticada por los sindicatos que exigen que 
empiecen a trabajar a 1 de septiembre para participar del proceso.  

 

El curso arranca con la incertidumbre de 
la Lomce y la bajada del alumnado 
Colegios e institutos recibirán a 1.900 estudiantes menos este ejercicio, mientras que el 
número de profesores aumenta en ocho y su plantilla se eleva a los 11.283 docentes. 

| Actualizado 12.09.2016 - 09:23  

 Lunes de vuelta al colegio. El nuevo curso escolar comienza hoy bajo un panorama de 
incertidumbre para alumnos, padres y  también para los profesores debido a la entrada 
de varias novedades que afectarán al currículo educativo bajo la Ley Orgánica para la 
Mejora de la Calidad Educativa (Lomce). Una normativa rechazada por la Junta de 
Andalucía y que trata de aplicar al mínimo de lo que la ley permite. Sin embargo, éste 
no es la única novedad de este nuevo ejercicio escolar que da comienzo, ya que la 
bajada en el número de alumnos es otro de los factores que destacan, puesto que las 
aulas de los colegios e institutos cordobeses recibirán a lo largo de los próximos nueve 
meses 1.900 alumnos menos con respecto al año pasado, según los datos ofrecidos por 
la delegada de Educación, Esther Ruiz, el pasado miércoles. En total 169.420 
estudiantes de enseñanzas no universitarias llenarán los 756 centros educativos públicos 
y concertados de la provincia cordobesa. 

Hoy es el turno de los alumnos del segundo ciclo de Educación Infantil y de Educación 
Primaria: un total de 73.031 niños que este año, además del olor a libros nuevos y 
estrenar el material escolar, tendrán que lidiar con otras novedades como la 
implantación del segundo idioma, el francés.  
 En cuanto a la plantilla de profesorado, la provincia contará con 11.283 docentes, ocho 
más que el pasado curso 2015-2016, a los que, según los cálculos de la delegada de 
Educación, deberían de incorporarse hoy 180 nuevos profesores interinos. Pese a las 
críticas de los sindicatos por los recortes en el sector, durante los últimos tres años se ha 



producido la incorporación de 1.460 docentes más al sistema público en Andalucía, 
según defendió Ruiz en su comparecencia. "No recortamos recursos, sino que 
aumentamos la calidad y la atención socioeducativa, al mantener la plantilla cuando 
baja la población", defendió Ruiz. A pesar de la defensa que hizo la delegada de 
Educación, sindicatos como CSIF han asegurado que sólo en Córdoba se necesitan un 
millar de profesores más para atender las necesidades educativas de la provincia, "a 
pesar de que la Administración ofrezca un mensaje "parcial y triunfalista".  
La responsable del sector de enseñanza, Elena García, denunció también el pasado 
viernes la "falta de planificación" y los "graves problemas de financiación" de la 
enseñanza pública en Andalucía y Córdoba. Esto parece tener como causa, según 
García, "la mala situación política" y al desentendimiento entre la Junta y el Gobierno 
central. A su juicio, las instituciones ofrecen "muchas macrocifras que ocultan los datos 
reales de la educación pública". Según el CSIF, esto va a ocasionar que otro curso más 
"las bajas inferiores a 15 días no se cubran, las ratios en un número significativo de 
centros sean elevadas, las horas lectivas en Secundaria sigan siendo 20 y que al 
profesorado se le siga castigando cuando se encuentre en situaciones de incapacidad 
transitoria". 
 Y para mostrar su rechazo a los recortes que se registran en Educación, sindicatos como 
UGT han convocado para hoy una protesta a las puertas de la sede de la Delegación de 
Educación. 
 El transporte escolar es otra de las grandes incógnitas para este inicio de curso. Un total 
de 129 centros cordobeses serán receptores de transporte escolar gratuito, adjudicado 
para los próximos cuatro años por la Junta de Andalucía a la empresa extremeña AULA 
-mediante concurso público gestionado por el ISE (Instituto de Servicios de 
Enseñanza)-. Sin embargo, desde UGT ya ha denunciado que de los 50 lotes que se 
presentaron a la licitación (la totalidad del transporte escolar de Córdoba y provincia), 
38 lotes, que suponían unos 250 autobuses, fueron adjudicados a esa empresa 
extremeña, "que además de participar en Córdoba, también lo ha hecho en Sevilla y 
Huelva". Para el sindicato, la adjudicación a AULA se sustentó en una bajada de precios 
desorbitada y temeraria, "llegando a ofrecer reducciones de los precios de referencia 
superiores al 22%". UGT advirtió de que el transporte escolar puede verse afectado por 
paros "ante las irregularidades de esa adjudicación".  
Todo esto ocurrió después de que la Asociación de Transportistas de Viajeros de 
Córdoba impugnara dicha adjudicación y denunciara la falta del cumplimiento del 
pliego de condiciones y del propio convenio colectivo del sector, además del las 
precarias condiciones en las que se ha contratado a los conductores. Según UGT, desde 
la Delegación de Educación han informado que quedaban paralizadas las adjudicaciones 
a AULA en Córdoba y se ha comprometido a formalizar contratos menores con los 
anteriores concesionarios para "dar continuidad al servicio" y evitar la confusión en los 
alumnos. 
  



Otra de las novedades de este curso, según Educación, será el seguimiento de dos 
grandes áreas de trabajo: la innovación y el éxito educativo. En materia de innovación, 
se inicia el Plan Estratégico para el Desarrollo de las Lenguas, que "mejorará las 
competencias comunicativas del alumnado e incrementará el nivel acreditado y 
adquirido". A través de esta iniciativa, se implantará la segunda lengua extranjera en 
tercero y quinto de Educación Primaria. Además, la red de centros bilingües en la 
provincia se amplía con ocho nuevos colegios e institutos, hasta alcanzar un total de 108 
centros. 
 Este curso también arranca el Plan de Éxito Educativo 2016-2020, que está pendiente 
de ser presentado al Consejo de Gobierno. "El documento recoge medidas de 
prevención, intervención y compensación entre las que figuran las relativas a detección 
precoz del riesgo de fracaso escolar, formación en igualdad de oportunidades y mejora 
en la configuración de una oferta educativa más atractiva y adaptable a las necesidades 
del alumnado", según informó Ruiz. 
 Junto a estas áreas de actuación, la Junta de Andalucía destaca el mantenimiento de los 
programas con los que "se contribuye significativamente a mitigar el gran gasto que el 
curso escolar supone para las familias". De este modo, desde el Ejecutivo autonómica 
estiman que un hogar andaluz puede llegar a contar con ayudas de hasta 5.000 euros 
anuales a través de las bonificaciones para comedor escolar, aula matinal y actividades 
extraescolares, así como de las ayudas al transporte escolar, el sistema de becas y el 
programa de gratuidad de libros de texto, "para el que este curso se destinan 90 millones 
de euros en toda Andalucía". 

En el caso de Córdoba, el número de comedores escolares ha aumentado en dos, 
pasando de 168 a 170. El número de usuarios de comedores escolares que se verán 
beneficiados por este servicio asciende a 183 más que el pasado curso. Sin embargo, 
son numerosas las familias que se han quedado sin plaza ante la elevada demanda de 
este servicio en varios comedores de la capital. Según datos del mes de julio, 14.893 
alumnos acudieron a los comedores escolares el pasado curso. Las actividades de aula 
matinal continuarán también un año más con 72 nuevos usuarios que se beneficiaran de 
las 173 aulas de la provincia. 
 Las clases comienzan hoy sólo para los ciclos ya citados, mineras que las aulas de 
Educación Secundaria, Bachillerato y Formación Profesional no recibirán a su 
alumnado hasta el próximo jueves. 
 

 

 

 

 



 

Editorial  

Urge la reforma de la universidad  
| Actualizado 12.09.2016 - 01:00  

AUNQUE sea una fotografía parcial, con parámetros cuestionables y claros intereses 
detrás, los rankings universitarios se han convertido en un instrumento determinante 
para medir la salud, las debilidades y el potencial de la enseñanza superior a nivel 
mundial. No sólo son indicadores fiables para saber cómo se está trabajando entre 
países, sino que se utilizan cada vez más como un factor de referencia para la captación 
de talento en el mercado laboral. Las propias universidades, sumidas en un imparable 
proceso de globalización e internacionalización, recurren a estos listados para fichar a 
profesores y atraer a alumnos, conscientes de que será un criterio clave a la hora de ser 
seleccionadas en un contexto enormemente competitivo. En las ligas internacionales, 
prestigiosas instituciones de Estados Unidos y el Reino Unido como el MIT, Harvard, 
Oxford o Cambridge copan los primeros puestos y, a nivel nacional, son los campus 
catalanes y madrileños los que encabezan las evaluaciones con Valencia, Granada y 
Sevilla a cierta distancia. Los últimos rankings que se acaban de publicar -el de 
Shanghái y el QS World University- vuelven a ser una llamada de atención sobre la 
urgencia con que España debe afrontar una reforma profunda de la enseñanza superior. 
No hay ninguna institución entre las cien primeras ni se está haciendo nada para superar 
la endogamia y el funcionamiento rutinario que han marcado toda la democracia. Al 
contrario. Los recortes de los últimos años, la rigidez de la legislación y la ausencia de 
una política expansiva están lastrando la posibilidad de ser realmente competitivas, 
alejándolas de la excelencia e imponiendo un preocupante estado de supervivencia que 
amenaza con sumirlas en la mediocridad. El café para todos que también se ha aplicado 
a la universidad, y que pudo tener un sentido para garantizar la igualdad de 
oportunidades en un país con alarmantes déficits educativos, hoy es claramente 
insuficiente. Incluso contraproducente. Hay que cambiar el sistema de financiación -más 
aún con un pujante sector privado comiendo terreno a lo público- y hay que repensar 
objetivos, prioridades y el modelo mismo de funcionamiento. No puede seguir siendo 
tabú lo que es un clamor a nivel interno: que, tal cual está planteado, es insostenible. En 
Andalucía, los últimos rankings han supuesto un fuerte varapalo para la Universidad de 
Sevilla y un empujón para la de Granada. Al margen de lecturas particulares, lo que 
ponen de manifiesto es que hay que actuar con urgencia, con valentía y en todos los 
niveles. También en el regional. Una señal de si la Junta está dispuesta a afrontar el reto 
es el modelo de financiación que se está negociando. Hoy hay una reunión en Córdoba y 



habrá avances. Sería una oportunidad perdida, y una irresponsabilidad, no aprovechar la 
coyuntura para sentar las bases del cambio.  

 

"La Lomce tiene los días contados con la 
actual situación política" 
Comienza el curso escolar con el anuncio de un nuevo recurso contra el Estado por las 
reválidas. Asegura que no se trata de confrontación política y aboga por un pacto 
educativo. 

Diego J. Geniz sevilla | Actualizado 11.09.2016 - 12:29  

La consejera de Educación, en un patio del Parlamento. 

 

Jueves 8 de septiembre. Parlamento de Andalucía. Acaba una sesión que ha tenido la 
educación como protagonista. La consejera del ramo, Adelaida de la Calle, atiende a los 
medios. Luego, se refugia del sol bajo los soportales de uno de los patios del antiguo 
Hospital de las Cinco Llagas. Faltan cuatro días para que comience un curso marcado 
por las reválidas en los institutos y la implantación del Francés como segunda lengua 
extranjera. Ambas novedades son consecuencia de la Ley Orgánica para la Mejora de la 
Calidad Educativa (Lomce) aprobada en los años de mayoría absoluta de Rajoy y con la 
oposición de todos los partidos. La consejera entra en un despacho y sobre una mesa 
contesta a las preguntas.  
-Para comenzar el curso, usted ya ha anunciado un nuevo litigio con el Gobierno a 
cuenta de las reválidas en los institutos.  
-Hemos mitigado los efectos más negativos de la Lomce. Se trata de una ley no 
negociada ni participativa. Por ello, hemos intentado que el currículum fuera fruto del 
consenso. Nos hemos negado a olvidarnos de las Humanidades, las materias sociales y 
diversos aspectos de la formación tecnológica. Después de todo este trabajo, nos 
llevamos una sorpresa poco grata el pasado 31 de julio, cuando se publicó en el BOE el 
decreto que regula las reválidas en la ESO y el Bachillerato, un decreto aprobado en un 
periodo en el que se intenta formar Gobierno y, precisamente, cuando desde el 
Ejecutivo central se insiste en la necesidad de lograr el anhelado pacto educativo.  



 
-Con dicho recurso da la impresión de que, de nuevo, se usa la Educación como 
excusa para la confrontación política.  
-Hubo un momento en el que pudo entenderse como tal. Pero es que ahora hay 
comunidades autónomas del PP que se oponen al decreto de las reválidas. Esto ya es 
una cosa conceptual. Es verdad que los vaivenes de la educación empiezan con los 
propios vaivenes de los gobiernos, de ahí que tengamos tantas leyes educativas. Por este 
motivo, es necesario un pacto que genere estabilidad, pero que a la vez se adapte a las 
características y circunstancias de los tiempos. Con un armazón y un soporte económico 
permanentes, a los que se añadan modificaciones específicas. Pero, insisto: esta ley debe 
salir de un pacto, que ya en su día intentó el ministro Gabilondo y que estuvo a punto de 
firmarse. Retomemos otra vez ese trabajo. Pero para eso hay que paralizar lo que queda 
de la Lomce.  
-Teniendo en cuenta la actual coyuntura política, ¿la Lomce tiene los días 
contados?  
-Yo creo que sí. Sea quien sea el que gobierne y los aliados que tenga, se trata de una 
ley que no quiere nadie. Es una reforma votada sólo por el PP, censurada en la calle, por 
la sociedad y los más expertos: la comunidad educativa, los que están al pie del cañón. 
La ley estará en juego en cualquier tipo de pacto que se haga. Ya se ha visto en el 
intento de acuerdo con Ciudadanos, donde la Lomce también se cuestionó.  
-¿El modelo de reválida que propone para los institutos es igual que los informes 
de los maestros en Primaria?  
-A mí me gustaría que fuera así. Sería una evaluación hecha por los mismos profesores 
y convalidada por una comisión externa en cada una de las 38 zonas educativas de 
Andalucía. Así se cumplen los requisitos de la orden. Yo creo que el que mejor conoce a 
los niños es su profesor, por ser el que más tiempo está con ellos. Sabe de sus 
debilidades y de los refuerzos convenientes para que no abandonen el sistema. La 
Lomce lo que hace es generar un abandono prematuro y eso es lo que no pretendemos. 
No nos asutan las evaluaciones, siempre que sean para ayudar a los que se quedan detrás 
y situarlos en el mismo pelotón de los que van delante. Los rankings no los entiendo y 
menos la segregación que cierra una serie de puertas.  
-Si tan segura está de la calidad de la enseñanza pública andaluza, ¿por qué existe 
tanto temor a qué se evalúe desde fuera?  
-No creo que sea temor. Lo que me opongo es a que el Estado genere desconfianza 
sobre la labor que realizan los buenos profesionales de la enseñanza que tenemos en 
Andalucía.  
-Muchas veces da la impresión de que la Junta iguala la calidad educativa por 
abajo, es decir, todo lo contrario a la excelencia.  
-Yo he visto como trabajan los maestros en el aula. El alumno que llega el primero a la 
meta ya ha conseguido su objetivo, pero por un principio de educación en valores, 
ayuda al que va más atrás. Por lo que el niño que ha llegado primero tiene una doble 
formación: el aprendizaje en unas determinadas competencias y la ayuda a los demás.  



 
-¿Ha sido su consejería un tanto cicatera a la hora de implantar el Francés? Es lo 
que piensan muchos interinos.  
-En absoluto. Implantar una nueva materia siempre cuesta dinero. El decreto se aprobó 
hace año y medio. Todo el profesorado era conocedor de él. Teníamos un tiempo 
limitado para aplicarlo. Lo que hemos hecho es facilitar la formación en el idioma. Más 
de 800 funcionarios se han habilitado en Francés. También se han formado interinos 
para adquirir estas competencias. La carga lectiva sigue siendo la misma, 25 horas 
semanales, y el tiempo establecido para esta segunda lengua extranjera son 45 o 90 
minutos, duración que elige el centro. Hay profesores habilitados que han seguido 
manteniendo su plaza y otros profesores de Francés que van a dar clase en varios 
colegios de un mismo distrito educativo. Para casi 2.000 centros se han necesitado 
1.725 profesores habilitados o formados en dicho idioma.  
-Lo que queda claro es que el segundo idioma ha dejado víctimas: los interinos que 
han salido del sistema.  
-Pero no todos los que han salido son a consecuencia de la implantación del Francés. Le 
recuerdo que todavía quedan 1.200 plazas por adjudicar. La escolarización aún no ha 
concluido. Pero es que hasta este año, todos los interinos a la hora de solicitar una 
vacante tenían que pedir cuatro provincias. El acuerdo con los sindicatos motivó que se 
redujeran a dos y, por tanto, también las posibilidades. Los sindicatos querían que sólo 
se pidiera una provincia para evitar la movilidad, pero estamos hablando de Andalucía. 
El modelo que ellos querían implantar sirve para Navarra, Murcia o, incluso, 
Extremadura, que son dos provincias. Antes de hacer estas propuestas debieron haber 
tomado en consideración la dimensión de Andalucía. Lo cierto es que interinos con 
menos antigüedad han desplazado a otros con más tiempo de experiencia por la 
introducción del Francés y por este cambio normativo. Pero no se olvide que, tras las 
oposiciones de junio, ya hay 1.986 funcionarios docentes más, de los cuales el 68% eran 
interinos el curso pasado.  
-Otra de las novedades del próximo curso será el Plan para el Éxito Educativo, que 
persigue reducir el abandono y el fracaso escolar. ¿Nos puede adelantar algo?  
-Es una propuesta de la presidenta. Afortunadamente cada vez bajamos más ese 
abandono. En diez año lo hemos reducido 14 puntos. Ahora queremos tener un plan 
enfocado en todos los niveles educativos y realizado por un grupo muy amplio de 
expertos. Ahí tenemos objetivos marcados para la organización directiva, la formación, 
el aprendizaje y las infraestructuras. Luego hay unas líneas que detallan las actuaciones 
a desarrollar para lograr estos fines.  
-¿Habrá también incentivos económicos para lograr dichos objetivos, como en la 
polémica orden de los 7.000 euros?  
-No. Es un plan que cuesta dinero, pero no en incentivos personalizados, sino en la 
inversión para desarrollar las actuaciones que han de cumplirse. Es una estructura 
compleja, pero bien diseñada y que favorece a todo el mundo. Son medidas que están 
muy relacionadas con la pedagogía que debe aplicarse en el aprendizaje de los alumnos.  



 
-Hablando de pedagogía, ¿la formación del profesorado andaluz es continua?  
-Le voy a decir algo para sacar el orgullo, porque lo merece. Tenemos en Andalucía 38 
centros de profesorado, distribuidos estratégicamente y donde se imparten cursos que se 
aprueban todos los años. También tenemos un centro a distancia, por lo que estas 
enseñanzas pueden ser semipresenciales u on line. Este modelo existía en muchas 
comunidades, pero con los recortes de 2012 muchas autonomías optaron por quitarlo, 
porque tienen su coste. Aquí seguimos con los centros de formación.  
-¿Y tienen datos del grado de asistencia a los cursos que se imparten?  
-Forma parte de sus obligaciones para obtener los sexenios de docencia en el sistema 
educativo no universitario. Asistir a estos cursos es uno de los requerimientos.  
-La educación infantil de primer ciclo fue una de las apuestas de la Junta con 
Chaves. Ahora nos encontramos con una amplia red de escuelas de convenio, pero 
muchas de ellas se encuentran casi vacías.  
-La patronal, a lo mejor, lo dice en función de unos intereses. Lo cierto es que cuando se 
planifica la Junta no concede un convenio si no es para dar una prestación en un ámbito 
con una población infantil suficiente para ser atendida. Nosotros lo que tenemos que 
hacer es allanar el camino para que los padres lleven los niños a las escuelas, estén 
donde estén. Como ocurre con las escuelas rurales, no porque se encuentren en pueblos 
alejados se renuncia a ofrecer un servicio. Se trata, en definitiva, de facilitar la igualdad 
de oportunidades.  
-Se han visto con la soga al cuello por la demora en los pagos.  
-Si fuese mal el convenio, el sector privado ya lo habría roto. Si se mantienen, es porque 
no va mal. En el año que llevo de consejera los pagos se han ejecutado según el 
acuerdo. Recordemos que éstos son ayudas a las familias y una vez vencido el mes, hay 
que constatar la asistencia de los niños a las escuelas. El tiempo establecido para pagar 
son 40 días.  
-También se quejan de que llevan un lustro con el precio público de las escuelas 
congelado.  
-En este momento queremos salir de la crisis, por lo que evitamos un gasto añadido a las 
familias. Si se recupera el sistema económico, se subirán. Pero le digo que hay escuelas 
infantiles privadas que no sólo han mantenido los precios, sino que en esta época los 
han bajado. Los precios de las guarderías públicas y de convenio son de mercado. En el 
momento que disminuye la capacidad económica de las familias, se retiran del sistema, 
y eso es lo que no queremos.  
-La FP gana adeptos. Un perfil que cada vez reclaman más las empresas. Hay 
quien opina que la oferta pública para esta etapa educativa no se adapta a la 
demanda actual.  

-El sistema educativo debe ser vivo y flexivo. La FP en España siempre ha tenido un 
bajo desarrollo, entre otros motivos, porque muchas familias no la estimaban lo 
suficiente, como sí han hecho con los estudios universitarios. Muchas veces la FP no se 



ha programado atendiendo a las características sociales y económicas de los entornos. 
Por esta razón, el primer paso que hemos dado es examinar las zonas y transformar 
aquellos ciclos que no se adaptaban a la realidad de cada una. Y ahora que tenemos 
arreglada la casa, vamos a ponernos con el jardín, es decir, al aumento de las plazas, 
algo que no se hace a coste cero. También hay que destacar la FP Dual, que se 
desarrolla al 50% en empresas. En tres años, hemos pasado de un pilotaje a tener 196 
proyectos, con 1.500 empresas colaboradoras y 3.200 alumnos, un número que duplica 
al del curso pasado. 

 

 

UGT protesta por la "merma" del fondo 
de reserva para las pensiones 
E. P. | Actualizado 12.09.2016 - 01:00  

El sindicato UGT-Córdoba inicia hoy en la capital cordobesa una campaña 
reivindicativa sobre la situación actual de las pensiones, mediante la que denunciará 
públicamente la "merma" que está sufriendo el fondo de reserva de la Seguridad Social, 
debido a "la retirada de cuantiosas cantidades de dinero" de dicho fondo, "que ha pasado 
de los 66.815 millones de euros del año 2011 a los actuales 24.207".  
El secretario general de UGT-Córdoba, Vicente Palomares, ya aseguró en la 
presentación de la campaña que "nos encontramos en una situación altamente 
preocupante", ya que "el pasado 1 de julio, en plena resaca electoral, el Gobierno en 
funciones retiró 9.700 millones de euros del fondo, y el 20 de julio llevó a cabo una 
nueva retirada de 1.000 millones, para pagar el IRPF". A este ritmo, continuó, 
"calculamos que en 2017 el fondo estará vacío".  
Palomares explicó que, "con esto y con las políticas de empleo del Gobierno, creemos 
que se busca la privatización del sistema de pensiones, un sistema que ahora es solidario 
y que pasaría a ser profundamente insolidario" y, por eso, "desde UGT nos 
movilizaremos para revertir esta situación, porque el fondo no puede servir al Gobierno 
para otras necesidades distintas a la de pagar las pensiones".  
Por último, indicó que es "prioritario que se dé un mensaje de confianza sobre nuestro 
sistema de pensiones", añadiendo que "la situación actual obedece a una falta de 
compromiso de nuestros gobernantes con este sistema".  

El secretario general de la Unión de Jubilados y Pensionistas (UJP) de UGT-Córdoba, 
por su parte, Francisco Figueroba, por su parte, detalló que la campaña reivindicativa se 



abrirá en la capital cordobesa con la entrega de trípticos, entre las 10:00 y las 11:00, a 
las puertas del Edificio de Consultas Externas del Hospital Universitario Reina Sofía. 

 

 

Evolución del mercado laboral 

El sector público cordobés pierde 2.466 
empleados en el último año 

CSIF y CTA relacionan la tendencia con los recortes y 
la incidencia de los planes de empleo. La 
Administración local experimenta la mayor reducción 
al disminuir en 2.447 sus efectivos 

Pilar Cobos  
12/09/2016  

•  

Personal en las dependencias del Ayuntamiento de Córdoba, en una imagen de 

archivo. - A. J. GONZÁLEZ 

El empleo público continúa a la baja en Córdoba. Los recortes y las limitaciones 
presupuestarias están incidiendo de forma considerable en las plantillas de las 
administraciones, que en los últimos años han asistido a la desaparición de varios miles 
de puestos de trabajo en la provincia. Solo en el último ejercicio Córdoba ha perdido 
2.466 efectivos, por lo que en la actualidad cuenta con 43.709 profesionales ocupados 
en el sector. Esta evolución responde, sobre todo, a la situación de la Administración 
local y ha sido relacionada por los sindicatos CSIF y CTA con el impacto que los planes 
de empleo han tenido sobre las cifras de personal y las dificultades para su relevo. 

De este modo, los datos del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas a 1 de 
enero del año 2016 indican que los ayuntamientos de la provincia y la Diputación tienen 
10.330 profesionales a su servicio y este número representa un descenso de 2.447 
trabajadores en comparación con los registrados hace un año. Por otro lado, el empleo 



de la Junta de Andalucía se ha reducido en 40 personas hasta llegar a 23.309; la 
Administración del Estado tiene 8.196 trabajadores en la provincia (16 más en cifras 
absolutas) y la universidad dispone de 1.874 (ha crecido en 5 efectivos). 

La información del Registro Central de Personal pone de relieve los efectos que las 
medidas de austeridad están teniendo en los servicios que se prestan a los ciudadanos. 
Los datos estadísticos de los últimos años sitúan el 2011 como el ejercicio en el que se 
registró un mayor número de empleados públicos en Córdoba, con 48.159 trabajadores, 
y esto representa una diferencia de 4.450 en comparación con los contabilizados en el 
2016. 

Sobre el perfil de los profesionales de las administraciones públicas, las cifras del 
ministerio concluyen que más de la mitad (un 52%) son mujeres y el resto son hombres. 
Además, el 53% del trabajo generado en este sector corresponde al ámbito autonómico, 
mientras que casi una cuarta parte (el 24%) se encuentra en la Administración local. El 
19% se enmarca en la del Estado y el 4% pertenece a la universidad. 

Dentro de estas áreas, Córdoba cuenta con 3.308 profesionales en las Fuezas Armadas, 
una cifra que la sitúa en el tercer lugar de Andalucía. También tiene 2.416 en 
ministerios y organismos autónomos, y 1.841 en las fuerzas y cuerpos de seguridad del 
Estado. Asimismo, entre los efectivos de la comunidad autónoma sobresalen las 10.749 
personas ocupadas en la docencia no universitaria y las 9.176 de las instituciones 
sanitarias. 

Valoración sindical/ El responsable de Administración local en CSIF, Rafael García, 
apuntó ayer que el incremento de la plantilla de la Administración local registrado a 
principios del 2015 (cuando contabilizó 12.777 efectivos, un 16% más que el año 
anterior) pudo estar relacionado con el impulso de planes de empleo, a lo que añadió 
que la limitación de los presupuestos «se está viendo como excusa para externalizar 
servicios». 

La dificultad para cubrir plazas de trabajadores jubilados está motivando la pérdida de 
personal propio y el responsable de CSIF apuntó que «la partida del capítulo I (la de 
plantilla) ha ido mermando y ha ido aumentando la contratación externa, que es el 
capítulo II». En esta línea, destacó que «el Ayuntamiento de Córdoba está dejando de 
cubrir su personal de servicios y está privatizando», y aludió a la Policía Local, el 
Servicio de Extinción de Incendios y Salvamento, el de grúas o el área de 
Infraestructuras como alguno de los más afectados «por la pérdida de personal propio y 
la falta de previsión». Junto a esto, Rafael García avanzó que CSIF «no ve una 
solución» para esta situación en el corto plazo. 

En línea con estas valoraciones, el secretario general de CTA, Francisco Moro, también 
aludió a los efectos de los planes de empleo de la Junta de Andalucía en la entrada de 
profesionales en la Administración local, definiéndolos como «puestos de trabajo de 
carácter coyuntural y en condiciones precarias». 

CTA calcula que entre los años 2011 y 2025 el Ayuntamiento de Córdoba perderá más 
de 800 empleados. En este sentido, Francisco Moro adelantó que «el futuro será seguir 



perdiendo empleo público en una ciudad como Córdoba, que vive de la sanidad, de la 
enseñanza y del Ayuntamiento, porque no ha sido capaz de sostener la industria y de 
inventar una nueva. Ese es el 53% de paro que hay en la juventud». El secretario general 
de CTA subrayó que el Consistorio de la capital tiene solo cinco trabajadores menores 
de 30 años de edad y «desde el 2006 no se ha vuelto a abrir la bolsa de empleo».  

 

26.760 trabajadores menos en la 
comunidad autónoma 
12/09/2016  

La estadística de personal al servicio de las administraciones públicas que elabora 
Hacienda destaca que Andalucía tiene 460.468 empleados con las cifras cerradas a 
principios de este año, lo que representa una reducción de 26.760 profesionales respecto 
a enero del 2015.  

El grupo más numeroso es el de trabajadores de la Administración de la comunidad 
autónoma, que cuenta con 237.270 personas, lo que supone un leve descenso interanual, 
y después destaca por su relevancia la local, con 113.326 ocupados en los 
ayuntamientos y las diputaciones (-18%). La estatal ha comenzado el año con 85.194 
efectivos (-1%) y en las universidades andaluzas se emplea a 24.678 profesionales (con 
un aumento muy leve).  

A nivel nacional son 2.519.280 las personas que trabajan para una Administración 
pública, 25.524 menos en un año. En este caso, las universidades tienen 147.770 
efectivos (un 0,4% más); la Administración local, 548.944 (-5%); la de las comunidades 
autónomas, 1.294.765 (0,8%), y la estatal dispone de 527.801 (cerca de un 2% menos 
en tasa interanual) 

 

INVESTIGACIÓN SOBRE AYUDAS DE LA JUNTA 

Ciudadanos exige conclusiones de la 
comisión sobre formación 

Continúan las declaraciones ante el juez de la pieza 
política de la causa. Marín considera que «sería un 
fracaso estrepitoso del Parlamento» no hacerlo 



EFE  
12/09/2016  

El presidente del grupo parlamentario de Ciudadanos y portavoz en Andalucía, Juan 
Marín, ha considerado que sería un «fracaso estrepitoso» del Parlamento no alcanzar 
unas conclusiones en la comisión de investigación sobre las subvenciones de la Junta en 
materia de formación, como ocurrió en el caso ERE. 

En una entrevista con Efe Marín se mostró rotundo al afirmar que sería un «fracaso 
tremendo» que los grupos no lograran ponerse de acuerdo en un texto que establezca si 
hubo o no responsabilidades políticas en la gestión de los fondos y ha llamado a los 
partidos a «hacer un esfuerzo por ponerse de acuerdo al menos en un texto que diga cuál 
es nuestra visión de lo que pasó», dijo. 

«Si lo que perseguimos realmente es que se sepa qué sucedió y si hubo o no negligencia 
y falta de control, si en eso no somos capaces de ponernos de acuerdo en casi un año, 
después de 69 comparecientes y de que la presidenta de la Junta se sentara en la 
comisión, sería un fracaso tremendo», insistió. 

Marín, que no quiso entrar en el sentido que puedan tener las conclusiones de 
Ciudadanos puesto que será la diputada Marta Bosquet la encargada de elaborarlas, 
mostró su confianza en que el texto final consiga «una mayoría suficiente» para 
establecer unas conclusiones, «sean las que sean». 

El responsable andaluz de Ciudadanos recordó que los grupos parlamentarios tienen de 
plazo hasta el próximo día 19 para presentar sus escritos, con los que posteriormente el 
presidente de la comisión, Julio Díaz (C’s), con la ayuda de los letrados, elaborará el 
texto definitivo. Marín dijo no atreverse a «aventurar» si después de contar con ese 
texto «habrá que pedir la dimisión de alguien o no», puesto que la mayoría de las 
personas que tuvieron un puesto de responsabilidad en el periodo investigado ya no 
están en política, aunque no descartó que «alguien más pudiera verse afectado». 

Tras rechazar que ocurra como en el caso de los ERE y «al final por el interés de dos 
partidos no se llegue a ningún acuerdo», aseguró que Ciudadanos va a «forzar» que éste 
se alcance «aunque haya que negociar el texto con quien sea, porque si no sería una 
tomadura de pelo». «No hagamos más comisiones si no va a haber conclusiones», 
zanjó. 

EN LOS TRIBUNALES / Por otra parte, el juzgado de instrucción 6 de Sevilla ha 
fijado para mañana, 13 de septiembre, dos declaraciones judiciales en la pieza política 
de los cursos de formación pagados con fondos públicos antes de que se decrete el 
archivo de la causa, en la que están acusados 24 responsables socialistas de la Junta de 
Andalucía. Este martes está previsto que declare la exdirectora general de Formación 
Teresa Florido, cuñada del exconsejero andaluz Ángel Ojeda y una de las personas 
imputadas, que ha pedido comparecer ante la juez de forma voluntaria. 

Además, está previsto que declare como testigo la interventora provincial de la Junta en 
Sevilla, la única de las ocho provincias andaluzas que falta por declarar como testigo y 



cuya comparecencia se ha retrasado por enfermedad, según fuentes judiciales. La 
comparecencia de la interventora podría suspenderse de nuevo debido a su enfermedad, 
lo que ha retrasado hasta ahora su declaración testifical.  

 

Marín avisa del "fracaso estrepitoso" si 
la comisión de los cursos no da 
conclusiones  
El dirigente de Ciudadanos advierte que el crédito y el prestigio del Parlamento 
quedarán tocados si "no contamos lo que pasó". 

Redacción · Efe sevilla | Actualizado 12.09.2016 - 10:08  

De la cosecha que ofrezca la comisión de investigación de las subvenciones otorgadas 
en materia de cursos que se constituyó en el Parlamento dependerá en buena medida el 
crédito y el prestigio de la Cámara. Es el diagnóstico que hace el presidente del grupo 
parlamentario de Ciudadanos y portavoz en Andalucía, Juan Marín. El dirigente de la 
formación naranja en Andalucía ha declarado a Efe que si dicho órgano es incapaz de 
ofrecer unas conclusiones habrá que reconocer el "fracaso estrepitoso" del Parlamento. 
Y para hacerse una idea, Marín recuerda el caso de la comisión que investigó los ERE 
fraudulentos. El término "paripé" fue de los más citados a su alrededor. Para muchos no 
fue más que puro teatro.  
Marín avisa con toda rotundidad de lo que puede suponer un "fracaso tremendo" de la 
Cámara y la imagen que ésta proyectará sobre los andaluces. Para el dirigente de C's, la 
sensación de fiasco será absoluta si los grupos no logran ponerse de acuerdo en un texto 
que establezca si hubo o no responsabilidades políticas en la gestión de los fondos, por 
lo que Marín llamado a los partidos a "hacer un esfuerzo por ponerse de acuerdo al 
menos en un texto que diga cuál es nuestra visión de lo que pasó".  
"Si lo que perseguimos realmente es que se sepa qué sucedió y si hubo o no negligencia 
y falta de control, si en eso no somos capaces de ponernos de acuerdo en casi un año, 
después de 69 comparecientes y de que la presidenta de la Junta se sentara en la 
comisión, sería un fracaso tremendo", insiste el portavoz de C's en el Parlamento, a la 
vez que muestra su confianza en que el texto final consiga "una mayoría suficiente" para 
establecer unas conclusiones, "sean las que sean".  
El responsable andaluz de C's recuerda que los grupos tienen de plazo hasta el próximo 
día 19 para presentar sus escritos, con los que posteriormente el presidente de la 
comisión, Julio Díaz (C's), con la ayuda de los letrados, elaborará el texto definitivo. 
Marín no se atrever a "aventurar" si después de contar con ese texto "habrá que pedir la 



dimisión de alguien o no", puesto que la mayoría de las personas que tuvieron un puesto 
de responsabilidad en el periodo investigado ya no están en política, aunque no ha 
descartado que "alguien más pudiera verse afectado".  

Tras rechazar que ocurra como en el caso de los ERE y "al final por el interés de dos 
partidos no se llegue a ningún acuerdo", Marín afirma que Ciudadanos va a "forzar" que 
éste se alcance "aunque haya que negociar el texto con quien sea, porque si no sería una 
tomadura de pelo. No hagamos más comisiones si no va a haber conclusiones". 

 

Cambios en el negocio hospitalario 

La sanidad privada se concentra 

El grupo alemán se convierte en el líder del mercado en 
España. La compra de Quirón Salud por Fresenius 
Helios afianza el proceso 

AGUSTÍ SALA   
12/09/2016  

•  

Intervención en un quirófano de un hospital del grupo QuirónSalud, el pasado abril. - 

GRUPO QUIRÓN 

Concentración. Esa es la tendencia de la sanidad privada. «España es foco de atracción 
de inversores en sectores vanguardistas, como el de la salud», destaca la Fundación Idis, 
que agrupa a los principales actores del sector privado. Es más, «lo normal es que se 
siga avanzando en este proceso», que se produce en todo el mercado europeo, «donde 
las cadenas hospitalarias son mucho más grandes que en España», añaden. 

La compra de QuirónSalud esta semana por el grupo alemán Fresenius Helios por 5.760 
millones de euros es una prueba de ello y de que la tendencia sigue. El comprador, un 
coloso alemán de la salud, se convierte de golpe en el líder del mercado español, en el 
que no estaba. Logra hacerse al menos con el 10% de un sector conformado por un total 
de 450 hospitales (el 57% de todos los centros hospitalarios existentes), entre ellos la 
Teknon en Barcelona o el Hospital Universitario Fundación Jiménez Díaz en Madrid. 



Además quintuplica la facturación del segundo del mercado, Ribera Salud, que gestiona 
áreas de salud pública en la Comunidad Valenciana, propiedad a partes iguales del 
Sabadell y la estadounidense Centene Corporation. De todas formas se le acerca Vithas 
(controlado por la familia Gallardo, principales accionistas de Almirall, con el 80%; y 
Criteria, el hólding de participadas de La Caixa), que ha movido ficha, que de 300 
millones de facturación en el 2014 pasó a 320 en el 2015. 

Vithas se ha hecho con «cerca del 50%» de Hospitales Nisa, pero afronta la oposición 
de accionistas liderados por el presidente de este grupo valenciano, Manuel Giner 
Quilis. El objetivo de Vithas es alcanzar la mayoría para sumar siete hospitales a los 12 
que ya posee, de los que 10 proceden de la antigua red de Adeslas. 

El proceso de integración tiene lógica, según los expertos. En el sector asegurador de la 
salud, que son los principales clientes de los grupos hospitalarios, entre cuatro o cinco 
compañías copan entre el 75% y el 80% del mercado y «en el ámbito de la provisión no 
ocurre lo mismo», según la Fundación Idis. 

LAS ASEGURADORAS / Ya cuando se produjo la absorción de Quirón por IDC 
Salud, del fondo CVC, en el 2014, María Cordón, entonces consejera delegada del 
Grupo Quirón, afirmó que se trataba de un movimiento para negociar de tú a tú con las 
aseguradoras. Luego la familia Cordón salió del capital y la compañía, controlada por 
una firma de capital riesgo y desarrolló una política de crecimiento para atraer futuros 
compradores. Es una estrategia común en firmas como CVC. 

Lo que cambia es que la desinversión suele ser en cuatro o cinco años. En este caso, 
apenas han trancurrido dos años, pero con grandes plusvalías que también ha 
beneficiado al primer ejecutivo de QuirónSalud, Víctor Madera, que seguirá al frente y 
que ha recibido acciones de Fresenius valoradas en 400 millones. 

En todo caso, el nuevo dueño de QuirónSalud, al ser una compañía del ramo, da 
estabilidad y permitirá consolidar las compras de los últimos meses (Ruber en Madrid o 
Clínica Rotger, en Palma de Mallorca) a la vez que otorgará «a Fresenius una salida 
natural hacia el mercado latinoamericano», explica Manel Peiró, profesor de Esade y 
experto en organizaciones sanitarias. 

Pero queda aún mucho espacio para la concentración. Al margen de órdenes religiosas 
como San Juan de Dios o Hermanas Hospitalarias, que carecen de afán de lucro; existen 
aseguradoras con hospitales propios, como Sanitas, Asisa, que ha creado el grupo 
hospitalario HLA; o Fiatc; o entidades cooperativas como Hospital de Barcelona; en la 
capital catalana, auténtico hub de la sanidad privada. También hay todavía centros 
independientes como la Clínica Corachán, controlada por Javier Moll (Editorial Prensa 
Ibérica); o Tres Torres, de Gabriel Masfurroll (antigua USP). 

De hecho, ante la posibilidad de que la Clínica Sagrada Familia, de Barcelona, cayera 
en manos de HM Hospitales, un grupo familiar con presencia en Madrid y Galicia, 
Laboratorios Echevarne ejerció en abril pasado su derecho preferente de compra y se 
hizo con el control. En todo caso, los expertos auguran próximos movimientos.  


